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En Salamanca, a Dieciséis de Abril de Dos Mil Veinte. 
 
Magistrado/a-Juez 
Sr/Sra. D/D.ª  MARIA ROSARIO ALONSO HERRERO 
 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

PRIMERO.- Con fecha 28 de marzo de 2020 se presentó por el sindicato 
CCOO escrito de solicitud de medidas cautelarísimas o subsidiariamente de 
medidas cautelares para asegurar la seguridad y salud en el trabajo ante el riesgo 
generado por el COVID-19 contra la Consejería de Familia e Igualdad de 
Oportunidades (Gerencia de Servicios Sociales) de la Junta de Castilla y León 
en el centro de trabajo CAMP de Salamanca. 

 
SEGUNDO.- La solicitud fue turnada a este Juzgado el día 30 de marzo 

dando lugar a los autos nº 234/2020 en el que con fecha 30 de marzo se dicta 
Auto en el que se acuerda estimar parcialmente la petición de medidas cautelares 
solicitada por CCOO contra la Consejería de Familia e Igualdad de 
Oportunidades (Gerencia de Servicios Sociales) de la Junta de Castilla y León 
para que proceda a proveer al personal asistencial y no asistencial que tenga 
contacto con personas sintomáticas de mascarillas FPP2, Gafas de protección, 
calzas específicas, bastas y mandiles impermeables  así como que se proceda a 
la instalación de contenedores para residuos especialmente peligrosos. 
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TERCERO.- El 1 de abril la parte actora presenta solicitud de 
complemento de Auto que fue denegado por Auto de 2 de abril. 

 
CUARTO.- El 1 de abril se presenta escrito por el letrado de la 

Comunidad Autónoma de Castilla y León interponiendo recurso de reposición 
contra el Auto de 30 marzo solicitando se inadmita la solicitud por 
incompetencia de jurisdicción,  por falta de legitimación pasiva, por 
improcedencia del procedimiento especial de derechos fundamentales o 
subsidiariamente se desestime por falta de objeto de la solicitud de MEDIDAS 
CAUTELARISIMAS instadas por CCOO de Castilla y León. 

Por Diligencia de Ordenación de 2 de abril se tiene por interpuesto 
recurso de reposición dando traslado por plazo de tres días a las demás partes y 
al Ministerio Fiscal por haberse alegado la incompetencia de Jurisdicción, 
presentando escrito el Ministerio Fiscal el 4 de abril y el sindicato CCOO el 8 de 
abril. 

 
QUINTO.- El 2 de abril de 2020 por la letrada Dª. María Sánchez Gómez 

en representación del sindicato CCOO presenta escrito interponiendo recurso de 
reposición contra el Auto de 30 de marzo solicitando se admitan la totalidad de 
las medidas cautelares solicitadas. 

Por Diligencia de Ordenación de 6 de abril de 2020 se tiene por 
interpuesto recurso de reposición dando traslado por plazo de tres días a las 
demás partes y al Ministerio Fiscal, presentando escrito la Junta de Castilla y 
León el 14-4-2020. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
PRIMERO.- Frente al Auto de 30 de marzo de 2020 que admite como 

medida cautelar requerir a la demandada para que provea al personal asistencial 
y no asistencial que tenga contacto con personas sintomáticas de mascarillas 
FPP2, Gafas de protección, calzas específicas, bastas y mandiles impermeables  
así como que se proceda a la instalación de contenedores para residuos 
especialmente peligrosos formulan recurso ambas partes debiendo resolverse en 
primer lugar el formulado por la Administración demandada al plantear 
excepciones cuya estimación impediría entrar en el fondo del asunto. 

Como cuestión previa, es preciso indicar que en el Auto se hace un 
requerimiento a la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades (Gerencia 
de Servicios Sociales) de la Junta de Castilla y León para que provea de 
determinado material sin especificar que el requerimiento afecta a un concreto 
centro de trabajo que es el CAMP de Salamanca lo que no obstante se deduce de 



    

 

la propia petición formulada por el sindicato demandante y se mencionada en el 
fundamento de derecho 4º de la presente resolución. 

 
SEGUNDO.- Incompetencia de jurisdicción. 
 
Se alega por la Administración demandada la excepción de incompetencia 

de jurisdicción que se fundamenta en que bajo la apariencia de una solicitud o 
demanda al amparo del art.2 f) LJS en realidad estamos ante una impugnación 
contra una actuación administrativa en materia de personal pero no solo de 
personal laboral sino también personal estatutario y funcionario, que el TS Sala 
de lo Contencioso, admitiendo su competencia, ha denegado las medidas 
cuatelarísimas formuladas por el sindicato CESM  frente al Ministerio de 
Sanidad y que el RD 463/2020 de 14 de marzo que declara el Estado de Alarma 
establece un nuevo escenario normativo no siendo de aplicación la normativa de 
prevención de riesgos laborales. 

Por el Ministerio Fiscal se ha emitido informe exponiendo que en 
principio la competencia corresponde a la Jurisdicción Social pero a la 
Audiencia Nacional.  

La parte actora se opone a la incompetencia de jurisdicción alegando 
distintas resoluciones dictadas por Juzgados de lo Social y a que es aplicable la 
normativa de prevención de riesgos laborales. 

  Las medidas cautelares tienen por finalidad asegurar, conservar o 
anticipar la efectividad de la resolución estimatoria que pueda dictarse en el 
curso de un proceso considerado principal, implican la adopción de medidas 
judiciales tendentes a hacer efectivo el derecho que eventualmente sea 
reconocido. Por tanto, su objeto es preservar anticipadamente una consecuencia 
previsible que debe realizarse en el curso del proceso. 

Por tanto, partiendo de la naturaleza de la medida cautelar y teniendo en 
cuenta la excepción formulada, resultaría esencial conocer el proceso principal 
que se pretende asegurar a través de la medida formulada, lo que ciertamente es 
confuso ya que en el escrito de solicitud de medidas no se indica como tal el 
proceso principal que se va a formular. En el encabezamiento y en el 
fundamento de derecho 2º se invocan los arts. 2f) y 79 LRJS pero al mismo 
WiePSR eQ aTXeO Ve e[SRQe TXe OaV PedidaV SUeWeQdeQ aVegXUaU ³Oa VegXUidad \ 
VaOXd eQ eO WUabajR³ \ Ve aUgXPeQWa eQ eO fXQdaPeQWR de deUechR Oa cRPSeWeQcia 
del orden social para conocer de los litigios sobre aplicación de la normativa de 
prevención de riesgos laborales. El precepto que atribuye la competencia al 
RUdeQ VRciaO ³SaUa gaUaQWi]aU eO cXPSOiPieQWR de OaV RbOigaciRQeV OegaOeV \ 
convencionales en materia de prevención de riesgos laborales, tanto frente al 
empresario como frente a otros sujetos obligados legal o convencionalmente, así 
como para conocer de la impugnación de las actuaciones de las 



    

 

Administraciones públicas en dicha materia respecto de todos sus empleados, 
bien sean éstos funcionarios, personal estatutario de los servicios de salud o 
SeUVRQaO OabRUaO´ eV Oa OeWUa e) deO aUW.2 de Oa LRJS \ QR Oa OeWUa f) TXe eV eO TXe 
se invoca por la parte solicitante de las medidas, precepto este que atribuye la 
competencia al orden VRciaO VRbUe ³WXWeOa de ORV deUechRV de OibeUWad ViQdicaO, 
hXeOga \ dePiV deUechRV fXQdaPeQWaOeV \ OibeUWadeV S~bOicaV«´ SeUR UefeUidR 
exclusivamente al personal laboral. Por tanto, si la parte invoca un precepto pero 
pretende la competencia en base a otro es ella quién crea la confusión sobre el 
orden jurisdiccional competente.  

Esta cuestión tiene relación directa con la alegación efectuada por la 
AdPiQiVWUaciyQ aXWRQyPica de ³Inadecuación de procedimiento especial de 
deUechRV fXQdaPeQWaOeV´, UeiWeUaQdR Tue la petición de medida cautelar se realiza 
en base al art.2 f) LRJS pero en el procedimiento no se cita ningún derecho 
fundamental y que en su caso el derecho a la salud se incluye dentro del art.43 y 
no del art.15 ambos de la CE. En el escrito de impugnación del recurso se 
argumenta que será en el momento de presentación de la demanda cuando se 
concretará la vulneración de los derechos fundamentales (salud, la vida e 
integridad física) y que en su caso la demanda se debería presentar por un 
conflicto colectivo en reclamación de derechos y en la que se podrá alegar 
vulneración de derechos fundamentales.  

De nuevo la parte solicitante de  medidas, ni siquiera en este momento 
procesal, aclara la acción principal de la que traerían causa las medidas 
cautelares solicitadas alegando incluso la vulneración del derecho de libertad 
sindical que nada tiene que ver con la petición inicial. 

Estas circunstancias se ponen de manifiesto también en el Auto de 13 de 
abril de 2020 dictado por el TSJ de Castilla y León, sala de Valladolid, en la 
solicitud de medidas cautelares formulada contra la Gerencia de Servicios 
Sociales de la Junta de Castilla y León que analizando la competencia material, 
eQ VX fXQdaPeQWR de deUechR 2�, VexaOa ³EO e[aPeQ de Oa cRPSeWeQcia YieQe 
dificultado en este supuesto porque a la vista del texto del escrito de solicitud 
inicial no es fácil determinar la acción que en el futuro pretende ejercer la 
Central Sindical CSI-F, dado que en el encabezamiento dice interponer la 
solicitud en materia de derechos fundamentales, en concreto el derecho a la vida 
y a la integridad física y en materia de prevención de riesgos laborales. Y al 
tratar de la competencia en el apartado I de los fundamentos de derecho se la 
atribuye a la Sala porque aun refiriéndose a materia de prevención de riesgos 
laborales, el procedimiento es relativo a conflictos colectivos ya que las medidas 
cautelares se refieren a intereses generales de un grupo genérico susceptible de 
determinación individual. A continuación, en el apartado II, sin embargo, para 
acogerse a la no suspensión e interrupción de los plazos previstos en las leyes 
procesales como consecuencia de la declaración del estado de alarma, ya no 



    

 

menciona la prevención de riesgos laborales, sino que pone de manifiesto que 
nos encontramos ante la tutela de los derechos fundamentales y libertades 
públicas regulados en la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social. Desde luego, 
la solución acerca de la competencia de la Sala sería distinta según se tratase de 
un procedimiento ordinario en materia de prevención de riesgos laborales o de 
una tutela de derechos fundamentales si tenemos en cuenta que de acuerdo con 
la certificación del Gerente de Servicios Sociales de Castilla y León (documento 
7 de los aportados con las alegaciones) la Gerencia de Servicios Sociales cuenta 
cRQ 3.657 ePSOeadRV S~bOicRV: 192 fXQciRQaUiRV \ 3.465 SeUVRQaO OabRUaO«.. 
Esta norma competencial(art.2.eLRJS)  implica que por razón de la materia la 
Sala sería competente para conocer de estas medidas cautelares porque el 
suministro de los medios de protección necesarios afecta tanto a personal laboral 
como funcionario (en este sentido, sentencia de la Sala Cuarta del Tribunal 
Supremo de 24 de junio de 2019, Rec. 123/18). La solución sería, sin embargo, 
distinta, si entendemos que nos hallamos ante un proceso que versa sobre la 
tutela de derechos fundamentales porque en ese caso la letra f) del artículo 2 
restringe el conocimiento del litigio cuando va referido a la protección del 
personal laboral, no del funcionario; así lo entiende la Sala Cuarta del Tribunal 
Supremo en la sentencia de 17 de mayo de 2018 (Rec. 3598/16), citada tanto por 
la Administración requerida como por el Ministerio Fiscal en sus respectivas 
alegaciones.  Pero, al igual que en el supuesto del Auto de la Sala Cuarta del 
Tribunal Supremo del pasado 6 de abril (Procedimiento de impugnación de 
actos de la Administración 2/20) la petición de medidas cautelares insiste en el 
derecho a la seguridad y salud laboral del personal -solo se citan en el escrito 
preceptos de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales o de la LISOS, 
omitiendo la mención de cualquier precepto constitucional-, en este caso, al 
servicio de la Gerencia de Servicios Sociales, por lo que, al menos 
indiciariamente, la cuestión litigiosa sería propia de este orden jurisdiccional 
VRciaO´. 

Aplicando este criterio, atendiendo exclusivamente a la competencia para 
resolver la medida cautelar, dad el suplico formulado en la solicitud (cierre del 
centro, evaluación de riesgos, entrega de materiales de protección) y la 
fundamentación jurídica invocándose el art.4.2.d ET que establece el deber de 
seguridad del empresario, los arts.14 y 15 de la Ley 31/1995 de Prevención de 
Riesgos Laborales, el art.3 del RD 486/1997 de obligación del empresario de 
adoptar las medidas necesarias para que la utilización de los lugares de trabajo 
no origine riesgos para la seguridad y la salud, el RD 773/1997 de 30 de mayo 
sobre disposiciones mínimas de seguridad y salud relativas a la utilización por 
los trabajadores de equipos de protección individual, la Guía de Actuación para 
centros dependientes de la Gerencia de Servicios Sociales y PEA-SST-81.01 
procedimiento de actuación para la prevención de accidentes de trabajo y 



    

 

enfermedades profesionales de origen biológico en los centros dependientes de 
la Gerencia de Servicios Sociales, preceptos todos ellos pertenecientes a la 
materia propia de la prevención de riesgos laborales se entiende que por 
aplicación del art.2.e) LRJS la competencia corresponde a este orden social con 
independencia del vínculo que une a los trabajadores con la demandada( así se 
ha entendido por la Audiencia Nacional en los Auto de 6-4-2020 dictados en 
MCC 97/2020, MCC 98/2020 y MCC 100/2020) porque se entiende es que se 
está ejercitando una acción relacionada con el cumplimiento de obligaciones en 
materia de prevención de riesgos laborales, ya que por vulneración de derechos 
fundamentales (ningún precepto relativo a estos se contiene en la solicitud)  la 
competencia del orden social está limitada al personal laboral no a los que 
mantengan con la Administración otro vínculo y además se plantearía la 
legitimación activa del propio sindicato para disponer de derechos personales de 
los trabajadores ya que la libertad sindical que se alega, se reitera, que nada tiene 
que ver con la solicitud inicial. 

Respecto a la alegación efectuada por el Ministerio Fiscal en su informe 
de recurso, ya que no formula el mismo por esta cuestión, sobre la competencia 
de la Audiencia Nacional no se estima dado que la pretensión formulada en la 
solicitud de medidas cautelares afecta a un único centro de trabajo en Salamanca 
y no extiende sus efectos a un ámbito superior ni siquiera a la provincia. 

En conclusión, reiterando la evidente confusión que se está creando por la 
parte solicitante, con independencia de las acciones que de forma individual o 
colectiva corresponda a los trabajadores, las medidas cautelares origen de este 
procedimiento exclusivamente van referidas a un posterior proceso en su caso en 
materia de prevención de riesgos laborales en virtud de los cuales se invoca por 
la parte solicitante la competencia y que es lo que se contiene en la solicitud 
iQiciaO ³aVegXUaU Oa VegXUidad \ VaOXd eQ eO WUabajR´ SRU UieVgRV OabRUaOeV. EQ 
dicha materia, con independencia de la naturaleza de la relación del personal que 
presta servicios en el CAMP de Salamanca con la Gerencia de Servicios 
Sociales, la competencia corresponde al orden social. 

 
TERCERO.- Falta de legitimación pasiva y/o litisconsorcio pasivo 

necesario. 
Fundamenta la Administración demandada esta excepción en los arts.4.1, 

12 y 13 del RD 463/2020 de 14 de marzo, que las medidas requeridas en el Auto 
recurrido exceden del contexto que nos ocupa actualmente, que la autoridad 
sanitaria en el ámbito de Castilla y León está bajo las órdenes directas del 
Ministerio de Sanidad que es a quién corresponde impartir las órdenes 
correspondientes para asegurar el funcionamiento de las instituciones sanitarias 
en el supuesto de desabastecimiento de productos necesarios para la protección 
de la salud pública. Se invoca el Auto del TS, Sala Contencioso-Administrativa 



    

 

de 25-3-2020. El Ministerio Fiscal se adhiere a estas alegaciones. La parte 
solicitante de las medidas se opone a esta alegación por entender que es la 
empleadora y no el Gobierno la deudora de seguridad y la obligada a establecer 
todas las medidas de seguridad, que no se puede confundir Administración 
(Ministerio de Sanidad) obligada a proporcionar los medios de prevención a 
toda la población en general con la Administración como Empleadora y que no 
se ha suprimido el Estado de las Autonomías. 

 
Que el empleador es el obligado a garantizar la seguridad de los 

trabajadores resulta indiscutido pero la cuestión que se plantea, es si la 
declaración del Estado de Alarma, que debemos recordar se produce ante una 
emergencia sanitaria que ha determinado la necesidad de proveer especialmente 
a los trabajadores sanitarios, fuerzas de seguridad, personal asistencial o no 
asistencial, que pueda estar en relación con los afectados por el COVID-19 de 
determinadas medidas de protección para evitar o al menos reducir el riesgo de 
cRQWagiR, eV deciU, TXe QR eVWaPRV aQWe XQa ViWXaciyQ de ³QRUPaOidad´ eQ eO TXe 
un empleador decide no otorgar medidas de protección a sus empleados, puede 
determinar la existencia de obligaciones  para terceros ajenos a la relación de 
servicios (laboral o funcionarial) de proporcionar materiales de protección. 

Es evidente que el RD que declara el Estado de Alarma no suprime las 
Autonomías pero sí que regula las competencias y así en el art.4.2 RD 463/2020 
de 14 de PaU]R decOaUa TXe ³1. A los efectos del estado de alarma, la autoridad 
cRPSeWeQWe VeUi eO GRbieUQR´ \ 2 TXe ³Para el ejercicio de las funciones a que se 
hace referencia en este real decreto, bajo la superior dirección del Presidente del 
Gobierno, serán autoridades competentes delegadas, en sus respectivas áreas de 
responsabilidad: a) La Ministra de Defensa. b) El Ministro del Interior. c) El 
Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana. d) El Ministro de SaQidad´; 
en el  art. 6 ³GeVWiyQ RUdiQaUia de ORV VeUYiciRV´ axade TXe “Cada Administración 
conservará las competencias que le otorga la legislación vigente en la gestión 
ordinaria de sus servicios para adoptar las medidas que estime necesarias en el 
marco de las órdenes directas de la autoridad competente a los efectos del estado de 
aOaUPa \ ViQ SeUjXiciR de OR eVWabOecidR eQ ORV aUWtcXORV 4 \ 5´; eQ eO aUW.12 UegXOa 
OaV ³Medidas dirigidas a reforzar el Sistema Nacional de Salud en todo el territorio 
nacional “ 1. Todas las autoridades civiles sanitarias de las administraciones 
públicas del territorio nacional, así como los demás funcionarios y trabajadores al 
servicio de las mismas, quedarán bajo las órdenes directas del Ministro de Sanidad 
en cuanto sea necesario para la protección de personas, bienes y lugares, pudiendo 
imponerles servicios extraordinarios por su duración o por su naturaleza. 2. Sin 
perjuicio de lo anterior, las administraciones públicas autonómicas y locales 
mantendrán la gestión, dentro de su ámbito de competencia, de los 
correspondientes servicios sanitarios, asegurando en todo momento su adecuado 
funcionamiento. El Ministro de Sanidad se reserva el ejercicio de cuantas 



    

 

facultades resulten necesarias para garantizar la cohesión y equidad en la prestación 
deO UefeUidR VeUYiciR«««««.´. 

En concreto, respecto a las residencias de mayores y otros centros de 
servicios sociales de carácter asistencial ha sido el Ministerio de Sanidad quién 
ha elaborado  el 24-3-2020 la Guía de prevención y control frente al COVID19. 
También ha dictado la Orden SND/265/2020 de 19 de marzo donde se 
establecen medidas relativas a las residencias de personas mayores y centros 
sociosanitarios ante el COVID-19 y la Orden SND/275/2020 de 23 de marzo de 
medidas complementarias de carácter organizativo para el mismo sector 
estableciendo entre otras medidas la obligación de mantener la actividad o de la 
facultad de la autoridad competente de la comunidad autónoma de adoptar 
medidas de intervención.  

No obstante estas normas y las competencias asumidas por el Ministerio 
de Sanidad, por el TSJ de Castilla y León en el Auto citado de 13-4-2020 viene 
a analizar esta cuestión dentro de la competencia objetiva y funcional señalando 
que ³Cierto es que el artículo 4 del Real Decreto 463/20 atribuye al Ministro de 
Sanidad la cualidad de autoridad competente delegada en cuanto a las áreas de 
responsabilidad que no recaigan en la competencia de la Ministra de Defensa o 
de los Ministros del Interior y Transportes, Movilidad y Agenda Urbana. Ahora 
bien, según el artículo 6, para la gestión ordinaria de los servicios cada 
Administración conservará las competencias que le otorga la legislación vigente 
para adoptar las medidas que estime necesarias en el marco de las órdenes 
directas de la autoridad competente a los efectos del estado de alarma y sin 
perjuicio de lo establecido en los artículos 4 y 5 (artículo 6). De esta manera, por 
lo que aquí interesa, la Gerencia de Servicios Sociales y, concretamente a su 
Gerente, le sigue correspondiendo, entre otras funciones, ostentar la Jefatura 
Superior de todo el personal destinado en las unidades y centros dependientes de 
la Gerencia de Servicios Sociales, ejerciendo las competencias que la normativa 
vigente en la Comunidad Autónoma atribuya a los jefes superiores de las 
distintas Consejerías en materia de personal, dando cuenta al Consejo de 
Administración; y, asimismo, dictar instrucciones relativas al funcionamiento y 
organización interna de la Gerencia de Servicios Sociales, sin perjuicio de las 
facultades que correspondan a la Consejería competente en materia de Servicios 
Sociales, al Consejo de Administración y a su Presidente (Artículo 18, del 
Decreto 2/1998, de 8 de enero, que aprueba el Reglamento General de la 
Gerencia). Entendemos que, por tanto, la Gerencia sigue conservando sus 
facultades como empresario público en lo que respecta a las decisiones sobre su 
personal, entre las que indudablemente se encuentra la prevención de riesgos 
laborales, con las obligaciones que respecto a la misma le imponen como 
empresaria los artículos 14 y concordantes de la Ley 31/95, de 8 de noviembre, 
de Prevención de Riesgos Laborales. Entre esas obligaciones se encuentran 



    

 

señaladamente la genérica de protección de los trabajadores frente a los riesgos 
laborales (artículo 14.1) y la más específica de proporcionarles equipos de 
protección individual adecuados para el desempeño de sus funciones y velar por 
el uso efectivo de los mismos cuando, por la naturaleza de los trabajos 
realizados, sean necesarios y también cuando los riesgos no se puedan evitar por 
medios técnicos de protección colectiva o mediante medidas, métodos o 
procedimientos de organización del trabajo (artículo 17). Desde este punto de 
vista la competencia de la Sala por razones objetivas y funcionales nos parece 
evidente porque la entidad obligada a proporcionar a sus trabajadores los medios 
de protección individuales que resulten necesarios corresponde directamente a la 
Gerencia de Servicios Sociales de Castilla y León (así puede deducirse de la 
guía de actuación editada por ella misma para sus centros residenciales en 
relación con el COVID-19, en la que se dispone que el responsable del centro 
tendrá en cuenta el stock y procurará disponer del número de EPIs que sea 
necesario, procurándose su adquisición a través de los circuitos establecidos, las 
Gerencias Territoriales de Servicios Sociales, la Gerencia de Servicios Sociales, 
Autoridad Sanitaria o Gobierno de España), sin perjuicio de la responsabilidad 
que, en su caso, pueda atribuirse al Ministerio de Sanidad a la hora de 
SURSRUciRQiUVeORV a Oa CRPXQidad AXWyQRPa´. 

Por tanto, de acuerdo con este criterio que mantiene el órgano superior, la 
Junta de Castilla y León está legitimada como empleadora pero en su caso 
podría atribuirse responsabilidad al Ministerio de Sanidad en cuanto a las 
medidas de seguridad proporcionadas a aquellas por lo que si bien no cabe en el 
presente recurso apreciar propiamente la excepción de litisconsorcio pasivo 
necesario es una cuestión que se deberá valorar por la parte en el momento de 
presentación de la demanda en el proceso principal o incluso puede ser 
apreciada de oficio. 

 
CUARTO.- Falta de objeto. 
 
Se argumenta por la Administración que no concurren los requisitos para 

la adopción de medidas cautelares. Se invoca el Auto del TS de 25-3-2020, el 
Auto de 31-3-2020 del Juzgado de lo Social nº 4 de Valladolid, Auto de 27-3-
2020 del TSJ de Canarias, Auto de 27-3-2020 del Juzgado de lo Social nº3 de 
Badajoz o el Auto de 23-3-2020 del Juzgado de lo Social nº8 de St. Cruz de 
Tenerife, que la parte actora no prueba la falta de material, que la medida 
cautelar ha sido cumplida incluso antes de adoptarse  ya que la Administración 
autonómica y todas las Administraciones del Estado están teniendo dificultades 
para abastecerse en un mercado saturado, que no obstante se  ha entregado a los 
profesionales todos los medios con los que se contaba y cuando se obtienen más 



    

 

se procede a su reparto inmediato, que pretender la entrega de más medios de los 
que se dispone sería una medida de cumplimiento imposible. 

La parte solicitante impugna este motivo alegando que mientras exista 
riesgo evidente de contagio está justificada la medida y que en este momento 
continúan de baja más de 20 trabajadores, uno ha fallecido y tres están 
hospitalizados y que los datos facilitados en el informe que se aporta no 
contienen información suficiente para poder determinar si las EPIS 
proporcionadas son suficientes o no y si persiste la necesidad de mantener la 
medida, que no obstante analizando el material entregado este resulta 
insuficiente y se entregó tras la denuncia de CCOO y el Auto judicial. 

Por la Junta de Castilla y León se presentó el 2-4-2020 un escrito 
relacionando  el suministro de protección individual a los profesionales del 
Servicio Público de Salud de Castilla y León y en concreto al CAMP de 
Salamanca. 

Respecto de la suficiencia o insuficiencia de medidas de protección y la 
procedencia de efectuar requerimientos a los empleadores vía medidas 
cautelares los pronunciamientos judiciales son muy diversos( unos en sentido 
favorable y otros desfavorables) pero en este momento procesal, al igual que en 
las anteriores cuestiones(competencia, jurisdicción) debe ser traído el argumento 
contenido en el Auto del TSJ de Castilla y León que se dicta en relación con la 
misma demandada en este procedimiento, la Gerencia de Servicios Sociales, 
VexaOaQdR TXe ³EVWaV aOegaciRQeV OaV acRPSaxa Oa GeUeQcia de XQRV cXaQWRV 
documentos que acreditan las actuaciones que ha llevado a cabo la 
Administración de la Comunidad de Castilla y León para la adquisición y 
entrega de EPIs a sus empleados, entre ellos los adscritos a la Gerencia de 
Servicios Sociales. La Comunidad Autónoma ha acreditado, por su parte, 
mediante la documentación que acompaña a las alegaciones, que ha realizado un 
importante esfuerzo económico y de gestión para facilitarle a sus empleados los 
medios de protección que considera indispensables, sin que debamos dejar de 
lado la unánimemente reconocida dificultad para conseguir los necesarios 
suministros sobre todo en el mercado internacional. Coincidimos con el Tribunal 
Supremo (Auto de la Sala Tercera de fecha 25 de marzo de 2020 (procedimiento 
n.º recurso ordinario 88/2020) en que somos conscientes de la emergencia en la 
que nos encontramos y también de la labor decisiva que para afrontarla están 
realizando especialmente los profesionales sanitarios y, lógicamente, también 
los que atienden los centros de cuya gestión se encarga la Gerencia de Servicios 
Sociales. Y, al igual que el Tribunal Supremo, tampoco desconocemos que las 
personas que laboran en la Gerencia deben contar con todos los medios 
necesarios para la debida atención a las personas a las que asisten sin poner en 
riesgo su propia salud ni la de las personas con las que mantengan contacto 
dentro y fuera de su trabajo, debiendo hacerse cuantos esfuerzos sean posibles 



    

 

para que cuenten con ellos. Pero por las razones que antes hemos entendemos 
que no procede la adopción en este momento de la medida cautelar solicitada, 
sin perjuicio de que la solicitante pueda ejercitar la acción que considere 
oportuna en el procedimiento principal, ya que lo aquí decidido no prejuzga lo 
TXe aOOt ha\a de UeVROYeUVe´.  

Por razones de congruencia el mismo criterio debemos aplicar aquí,  se 
acredita la entrega de material de protección desde el día 24-3-2020(fecha en la 
que el Ministerio de Sanidad dicta la Guía específica para los centros 
asistenciales), estos es con anterioridad a la solicitud de medidas cautelares que 
se formula el 28, siendo absolutamente imposible con los datos existentes en el 
procedimiento de medidas cautelares determinar la suficiencia o insuficiencia de 
las facilitadas y en este sentido el recurso formulado por la Junta de Castilla y 
León debe ser estimado dejando sin efecto el requerimiento efectuado vía 
medidas cautelares. 

 
QUINTO.- Recurso formulado por el sindicato CCOO. 
 
Por el sindicato solicitante de las medidas cautelares se interpone recurso 

de reposición para interesar además de las medidas cautelares ya adoptadas que: 
1º) se establezca un protocolo específico para realizar el confinamiento de los 
usuarios que presenten sintomatología del COVID-19 en zonas seguras y 
estancas para ellos y para las personas trabajadoras; 2º) se establezcan grupos de 
trabajo por áreas evitando que el personal rote entre la zona de asilamiento y la 
zona en la que no hay usuarios con sintomatología; 3º) las dobles taquillas. 

Respecto de las medidas que pretende la parte solicitante, que fueron 
denegadas cabe reproducir los argumentos expuestos en los Autos de 30 de 
marzo y 2 de abril de 2020, es decir, que afectan básicamente a cuestiones 
organizativas del centro de trabajo, que afectan no solamente al ámbito de los 
trabajadores sino de los usuarios los cuales ninguna acción tienen en el orden 
social y frente a los cuales el sindicato carece de representación. A esto cabe 
añadir, que respecto de la organización de pacientes y trabajadores se fijaron 
medidas en las Órdenes 265/2020 y 275/2020 por lo que no procede vía medida 
cautelar requerir el cumplimiento de una norma sin perjuicio de que un eventual 
incumplimiento pueda determinar consecuencias antijurídicas cuya valoración 
procederá en el proceso principal.  

 
 En consecuencia, procede la desestimación del recurso formulado por el 

sindicato. 
 
SEXTO.-  Contra la presente resolución no cabe recurso alguno (art.191 

LRJS). 



    

 

 
 

Vistos los preceptos citados y demás de general y pertinente aplicación, 
 

FALLO 
 

Que desestimando el recurso de reposición interpuesto por la letrada Dª. 
María Sánchez Gómez en representación de CCOO y estimando parcialmente el 
recurso de reposición interpuesto por el letrado de la Junta de Castilla y León en 
representación de Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades (Gerencia 
de Servicios Sociales) contra el Auto de 30 de marzo y 1 de abril de 2020 se  
acuerda dejar sin efecto las medidas cautelares acordadas en el mismo. 
 

Notifíquese esta resolución las partes, haciéndoles saber que contra la 
misma no cabe interponer recurso. 
 

Así lo acuerda, manda y firma la Ilma. Sra. Magistrada. Doy fe 
 

    EL/LA MAGISTRADO-JUEZ                 EL/LA LETRADO DE LAADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA 
 
 

 

 

 

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo podrá llevarse 

a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la 

intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 

víctimas o perjuicio, cuando proceda. 

 

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a las leyes. 

 


